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Resumen 

La movilización de las Fuerzas Armadas para combatir el narcotráfico, trae como efecto un cambio en sus tareas tradicionales. Históricamente, el blanco de las actividades militares era la eliminación de las amenazas externas; hoy, los conflictos internos. El fenómeno conlleva cambios en las formas de aplicación de la fuerza, y manejo de las crisis; la figura de “enemigo” también se ha modificado, ahora es el “narcotraficante”. Entonces, se trata de definir la figura del narcotráfico desde dos ópticas, como:

1. Delito, sin exceder los límites de ese marco.

2. Problema de seguridad nacional, poniendo en riesgo la estabilidad del Estado.

Dependiendo del enfoque, corresponderá solucionar el problema utilizando uno de los instrumentos armados del Estado: Policía o Fuerzas Armadas. Actualmente en los países afectados, se da una forma cruzada para tratar el problema, las Fuerzas Armadas están combatiendo el narcotráfico, ocupando espacios de las Policías. La consecuencia es un conflicto de poder entre estos organismos: Fuerzas Armadas policializadas, y Policías recibiendo entrenamiento militar. El tema apunta a redefinir los espacios en que se moverá cada institución, de manera que ninguna invada los de la otra.
Introducción


El control de los narcóticos ilícitos ha sido reconocido como un serio problema interno e internacional, para todas las naciones del hemisferio, y muy especialmente para el gobierno de los Estados Unidos. Constituye un problema tan grave, que la noción de "lucha contra el narcotráfico" se ha transformado en una hipérbole política en la pregunta: ¿Es conveniente utilizar las fuerzas armadas en América Latina, para controlar el uso de drogas?


Las fuerzas armadas por su parte enfrentan los cambios más dramáticos de la época posterior a las guerras mundiales, lo que ha llevado a muchos a afirmar que ellas son un lujo caro e innecesario en este flamante "mundo de paz". Esta premisa ha llevado a los gobiernos a lograr la paulatina reducción de su gasto militar, con el correspondiente achicamiento de sus ejércitos. Consecuentemente, los estrategas militares buscan afanosamente integrarse en el virtualmente reinante esquema de seguridad regional, lo que a su vez implica la redefinición e identificación de su “nuevo enemigo”.


En esta visión militar, las actuales “verdaderas” amenazas a la seguridad de los estados, parecieran venir ligadas a lo delictivo; la visión configura una desvinculación de lo que tradicionalmente ha sido la razón de ser de lo militar, que adquiere en el presente una connotación policial, y va cediendo su natural espacio de acción a organismos que exceden lo estrictamente estatal. La tendencia de defensa cooperativa lleva a pensar que al interior de los estados nacionales, ya no son necesarias fuerzas armadas preparadas para la guerra, sino para labores de represión del delito, que hoy a juicio de los uniformados, constituyen las verdaderas “amenazas a la seguridad”.


De esta manera, ante la aceptación por parte de los sistemas políticos de la figura policial de amenazas a la seguridad, y su tratamiento con la incorporación militar en calidad de soporte policial, la demanda de justificación para la permanencia de la institución militar en la estructura estatal se ve satisfecha, lo que para sus miembros significa un argumento suficientemente justificativo al respecto.


Los peligros de la guerra antidrogas como misión militar son evidentes. La participación directa de las fuerzas armadas latinoamericanas en la lucha antidrogas, involucra a los militares en tareas que son técnicamente de dominio policial; además requiere del conocimiento de una compleja combinación de habilidades políticas y militares, que necesita de la expansión de las operaciones de inteligencia militar, y desdibuja la línea divisoria entre los dominios apropiados e inapropiados para las acciones militares profesionales.


El manejo que subyace en la cuestión de definir si la guerra contra el narcotráfico es una misión para las fuerzas armadas es obvio. El narcotráfico es un problema enorme para el bienestar de la población de todos los países. Sin embargo, civiles y militares tendrían que ponerse de acuerdo en que la guerra contra el narcotráfico como tarea para las fuerzas armadas debe ser considerada, solo cuando las demás opciones hayan fracasado.

1. Lo militar desde la ética


Para pensar en cambios al ethos militar, es preciso tener claro que la naturaleza de las políticas modernas de defensa, han establecido complejos límites éticos a la profesión militar. Esta complejidad tiene mucho que ver con las virtudes ético-militares tradicionales en este campo, así como la definición entre aquello que es aceptable o no para el militar.


Esto significa la discriminación de lo bueno y lo malo en el accionar de un soldado, que ha dado como resultado una serie de normas morales de comportamiento, que se plasman como un Código Etico del combatiente, y constituyen los mandamientos del soldado, que se resumen del siguiente modo:


1.
Combatir sólo a los adversarios y atacar sólo objetivos militares.


2.
No causar más destrucción que la que exige la misión.


Desafortunadamente, ante la modificación de funciones, aquel soldado formado bajo cánones éticos, pierde el norte de su accionar, ya que se encuentra de repente ante situaciones que exceden aquellas para las que fue preparado: Al enfrentarse a un campesino desarmado, aparecen en su conciencia cuestionamientos tales como: ¿Qué figura representa aquel, un enemigo, un compatriota, un delincuente? Por otra parte, ¿Cómo actuar en esas circunstancia, como soldado, compatriota, o finalmente como policía? ¿Es una vivienda campesina un objetivo militar? ¿Cuánta destrucción exige su misión, y qué significa en este caso? ¿Ese campesino es un prisionero, o un detenido por actos delincuenciales? Y en este caso, ¿el soldado es un combatiente, o un gendarme?


Muy distinto es el caso de la aparición de una fuerza organizada militarmente, regular o irregular, que planea estrategias y tácticas para contrarrestar los ataques militares, y que puede llegar incluso a poner en peligro la integridad del Estado Nacional legalmente constituido. En ese caso, la ética de la acción militar encuentra plenamente su justificativo.

2. Doctrina militar ¿aplicable hasta qué punto?


En el entendido de que la doctrina debe considerarse como "prescripciones oficialmente aprobadas de la mejor manera de ejecutar una tarea", y en función a los cambios que en los sistemas de seguridad se están produciendo, es indudable la urgencia de la reformulación de la doctrina militar, de manera que mute acorde a este proceso evolutivo.


La doctrina comprende leyes de aplicación local; en este sentido, debe ser la necesidad de cada realidad específica la que comande los cambios doctrinales de los ejércitos nacionales. Es preciso relacionar la evolución de las fuerzas armadas con su propia historia y decidir qué condiciones objetivas existen, a fin de considerar la necesidad de modificaciones en lo doctrinal; para ello, las referencias históricas dan significado a la doctrina y nos permiten comprender los cambios a medida que vayan ocurriendo.


Los estados han definido los roles de sus ejércitos en función de las tradicionales amenazas de su entorno; en realidad, la historia del mundo ha sido la historia de la guerra, y esta premisa lastimosamente no ha cambiado. De allí la normatividad jurídica sobre lo militar que se ha producido en cada estado particular. En ella se determina su accionar en los diferentes campos que les incumbe, evitando en lo posible la invasión de aquellos correspondientes a otras instituciones también componentes esenciales de la estructura estatal. Las leyes militares establecen las bases orgánicas y funcionales de sus respectivas instituciones.


Es en este marco que debemos analizar el carácter y naturaleza de los principios institucionales que proponen las leyes estatales para los militares, sin perder de vista que como instrumento de control social es esencial e inherente a la existencia del estado nación. De este modo, se configura la existencia institucional como un elemento permanente de los estados, sustentando ciertos principios doctrinarios fundamentales que entre otros son:

a)
Preservar el mandato constitucional, la paz, la unidad nacional, y la estabilidad de las instituciones democráticas de ese estado.

b)
Constituir junto a la sociedad civil, el baluarte de la Seguridad Nacional y de defensa soberana del estado; contribuir a su bienestar general; servir como sostén de la democracia y de los derechos y garantías ciudadanas.


Para ello, las leyes otorgan al Presidente de la República la jerarquía de Capitán General de las FFAA, quien en uso de la facultad que aquellas le confieren, dispondrá el empleo de las fuerzas militares para:

1. En lo externo, preservar la existencia, soberanía e independencia del territorio estatal, y

2. en lo interno, mantener el orden público, cuando las instituciones legalmente constituidas para este fin, resultaren insuficientes.


Es de importancia capital interpretar correctamente el segundo punto de las modalidades del empleo de fuerzas militares. El orden interno está normalmente al cuidado de los organismos creados para ese fin, es decir, los organismos policiales o gendarmerías. Cuando el problema supere la capacidad de estos organismos para solucionar los problemas de este ámbito, el Poder Ejecutivo está facultado para hacer uso de las fuerzas armadas, y no antes, pues aquello supondría una distorsión de sus funciones habituales.

3. ¿La lucha antinarcóticos como conflicto de baja intensidad?


Los innumerables esfuerzos de las sociedades por establecer sistemas de cooperación, tienen resultados relativos al momento de tener que definir situaciones conflictivas. En la construcción del presente y futuro de las sociedades, la existencia del Estado se configura en la permanente búsqueda de la satisfacción de sus necesidades y propósitos diversos, que originan un complejo encadenamiento de objetivos.


Para comprender la figura delictiva o conflictiva de la lucha contra las drogas, y su relación con el accionar militar, es preciso entender esos objetivos estatales y su relación con aquello que se entiende por Conflicto de Baja Intensidad, una forma de confrontación político-militar entre un Estado y grupos que operan por debajo de lo que significa una guerra convencional; frecuentemente involucra luchas entre principios e ideologías en competencia. Se lleva a cabo por una variedad de formas, empleando instrumentos militares, políticos, económicos, informacionales, etc. La respuesta básica ante su presencia, es el empleo de fuerzas armadas, fuerzas policiales y autoridades políticas en conjunto, ya que los factores no militares desempeñan un papel de mucha importancia. Un Conflicto de Baja Intensidad, no puede ser encarado con soluciones exclusivamente militares, porque se hallan involucrados factores paralelos, como los sociales, económicos y políticos, cuya estabilidad y permanencia constituyen parte de los objetivos del estado.


La incorporación militar en la lucha antidrogas, obedece a la interpretación del fenómeno narcotráfico, dentro de esa figura de conflicto. Sin embargo, por la naturaleza específica del problema, es decir, la ausencia de ideologías en disputa, la no utilización de los instrumentos militares ni informacionales por parte del lado no estatal, y principalmente la ausencia de una pugna por el poder político, quizás es preciso reconsiderar la categorización del narcotráfico desde esa óptica, así como su solución desde un ámbito distinto al militar.

4. Visión actual de la funcionalidad militar


Sin embargo de la diferencia que se presenta en la configuración del narcotráfico como un conflicto militar, surge una visión que se define en la Cumbre de Miami, celebrada entre el 9 y 11 de diciembre de 1994, donde los esfuerzos se dirigen al diseño de una nueva agenda de seguridad, que plantea la redefinición de las premisas de seguridad, orientándose más hacia el logro de los siguientes objetivos:

a. La defensa y promoción de la democracia y los derechos humanos.

b. La lucha contra las nuevas amenazas que representan el narcotráfico y el deterioro del medio ambiente.

c. La acción conjunta contra el terrorismo, y

d. La participación de las fuerzas armadas latinoamericanas en misiones de paz.


De esta manera se siembra la semilla de la transformación de las fuerzas armadas en la región, que continúa siendo un tema difuso, del que no se tiene una idea clara, menos todavía de las implicancias para las instituciones afectadas, que buscan existir conservando al menos parte de su morfología tradicional.


En la década de los 60 y 70, y principios de los 80, la visión militarizada de la sociedad dio como resultado la hegemonía de la Doctrina de Seguridad Nacional, para lo cual fue fundamental el papel que desempeñaron las fuerzas armadas de los países que la experimentaron. Entonces, los militares eran la punta de lanza para desarrollar la estrategia de control de espacios de poder estatal. Pasada esa época, con el retorno de los modelos democráticos, el papel de las fuerzas armadas comienza a sufrir modificaciones profundas. Se inician procesos de desmilitarización de esas sociedades, con un marcado control civil sobre estas instituciones, que crea el marco de su transformación hacia una nueva funcionalidad.


Pero este cambio no es sencillo; consiste en primer lugar en un intento de imponer condiciones de paz a nivel regional y mundial, caracterizado por la necesidad de reinserción de los estados en las economías y ambientes políticos dominantes; por otra parte, se presenta la urgencia de gestionar procesos de integración regional, como condición básica del equilibrio, que se expresa prioritariamente en la transformación de los mecanismos de defensa. 


Consecuentemente, la transformación de lo militar tiene tres características: En primer lugar, se refiere a la reducción de sus efectivos y armamentos, en segundo lugar, a su profesionalización, y en tercer lugar, a encarar nuevas misiones. Si bien los militares han aceptado las condiciones de cambio que les han impuesto las autoridades civiles, manifestando una subordinación legal y legítima; respecto de la primera característica, continúan luchando para evitar esa reducción; aún más, han aceptado esas nuevas misiones que les permiten conservar aunque de manera relativa, el tamaño y estructura anterior, además de presentarles nuevas formas de profesionalización.


En cuanto a la tercera característica, que se ha tornado en la más crítica, ellos han invadido espacios de otras instituciones estatales, ocasionando problemas internos en sus sociedades. Se trata ahora de definir la separación clara entre lo que se considera funciones de defensa, y aquellas que corresponden al orden interno. Pareciera que actualmente se ha perdido de vista la diferencia que existe entre funciones policiales y de defensa. Es muy importante tener claro el concepto de los tipos de problemas con que se enfrenta el estado, cuales son los problemas que deben resolver los ejércitos y los aparatos policiales. Este es un dilema que todavía no ha sido resuelto, ni siquiera en los Estados Unidos, y que sin embargo ya está redefiniendo los roles militares en los países del continente americano.

5. Formas de transición democrática y visión del fenómeno como guias de la perspectiva militar


Para entender la nueva visión, y la aceptación o rechazo por parte de los ejércitos latinoamericanos, se puede partir de las modalidades de transición hacia la democracia y su influencia en ellos. Al respecto, para la transición, se dieron dos modelos básicos de relación entre el poder civil y el poder militar:

-
El modelo de ajuste autónomo con capacidad de veto contra el poder civil (Brasil, Chile).

-
El modelo de acomodamiento, sin capacidad de influencia política, manteniendo una autonomía en decisiones referidas a asuntos internos de los militares, lo cual implica un compromiso débil e integración negativa o pasiva (Argentina, Bolivia).

La forma adoptada, ha permitido a los ejércitos mantener cierto grado de autonomía y capacidad de decisión en cuanto a los cambios en sus tareas tradicionales, al menos en un momento inicial del ajuste. Dependiendo de cual de las modalidades de transición democrática se adoptaron en los países latinoamericanos, a finales de la década de los 80, se puede comprender el grado de aceptación/imposición de las nuevas funciones hacia sus propias fuerzas armadas. Como un patrón muy general, aquellas que aplicaron el modelo de ajuste autónomo, como Chile y Brasil, Paraguay y Ecuador, han sido renuentes hasta el presente, para admitir cambios profundos en sus doctrinas y misiones. Por el contrario, las fuerzas armadas que se acomodaron a la democracia sin condiciones, y optaron por roles totalmente pasivos en el nuevo modelo, como es el caso de Bolivia y Perú, aceptaron los cambios impuestos, y actualmente están abocados a cumplir tareas que exceden lo militar.

Un cambio actual, referido a la tendencia sostenida hacia la incorporación militar en tareas no tradicionales, de las cuales mantiene una alta prioridad la lucha antinarcóticos, debe entendérselo como la matriz que guíe dos aspectos: El tratamiento adecuado al problema en sí, y la consideración de la generación de tensiones institucionales. Entonces, la lucha se la debe entender desde dos perspectivas:

1. Como una actividad delictiva, cuyo tratamiento está normado y penado legalmente por leyes específicas.

2. Como un Conflicto de Baja Intensidad, problema que atañe a la Seguridad Nacional, es decir, que afecta la integridad del Estado.

En el primer caso, corresponde a la Policía dar solución a los problemas que el narcotráfico genere. En el segundo caso, serían las fuerzas armadas las encargadas de enfrentarlo.

Al haber incursionado los militares en esas tareas, es claro que la posibilidad de tensiones y hasta enfrentamientos entre ellos y Policía, está perfectamente percibida por ambas instituciones, en razón de que la intervención militar significaría la suplantación de tareas policiales, y desplazamiento de esta institución de sus legítimas funciones.


En este sentido, si no se definen bien las matrices que definen las misiones militares en el tema, y faltan parámetros  precisos de evaluación, estas podrían convertirse en los “chivos expiatorios” de los políticos (Ejecutivo y Legislativo), quienes tratarían de culpar a la institución militar ante un potencial fracaso en la guerra contra las drogas, y así de alguna manera redimirse ante la sociedad.

6. Bolivia y su experiencia


Líneas arriba, habíamos hecho referencia a los dos modelos de transición democrática. En países como Bolivia, las Fuerzas Armadas se han visto obligadas por la profunda crisis política a la que llevaron quince años de gobiernos a su cargo, a optar por el segundo modelo, de acomodamiento, sin capacidad de influencia política, lo que las convirtió inicialmente – después del retorno a la democracia - en actores pasivos. Hoy, en función de la crisis que la institución armada soporta, los militares aceptaron el reto de combatir las drogas, pero la relación se ha tornado más de conveniencia que de compromiso institucional.


En el caso boliviano, la incorporación militar a la lucha antinarcóticos ha generado un problema crucial: La intensificación del conflicto administrativo entre las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional en materia de seguridad, frente a las amenazas del narcotráfico. Los militares tienen clara conciencia de los problemas que se les ponen al frente como consecuencia de aquello, especialmente en lo que toca a su relación con la población civil afectada, a la cual la consideran parte de su propia existencia. El soldado es parte del pueblo; la mayor parte de la tropa proviene del campo, y muchos de ellos de la misma zona de operaciones, razón por la que no puede enfrentarlo. El costo de la erradicación es muy alto, y se cuenta en muertes de civiles y uniformados. Las organizaciones encargadas de velar por los derechos humanos registraron oficialmente algunas pérdidas; sin embargo, muchos de los daños no tienen registro ni están en las estadísticas. Además se cuentan las torturas, allanamientos y detenciones que sufrieron los campesinos.

A pesar de todo, las fuerzas armadas se encuentran en la actualidad ejecutando esas tareas, justificándolas como una forma de sentar soberanía, antes que lo hagan fuerzas armadas extranjeras.

Conclusiones

Si se busca entender adecuadamente los nuevos horizontes militares en el presente, éste es el momento propicio para considerar cómo un ejército profesional se prepara para combatir el próximo conflicto. Entonces, surge la necesidad de examinar la cuestión de cómo educar y entrenar a unas fuerzas armadas en transición, que puedan identificar y emprender una nueva misión vital en tiempos de paz, sin invadir espacios de otras instituciones estatales.

La formación de  grupos paramilitares armados, la conformación de alguna forma de gobierno paralelo al legal, o la reproducción de la violencia en proporciones tales que las policías no sean suficientes en su capacidad de enfrentar, constituirán elementos legitimadores del accionar de las fuerzas armadas en la represión el delito. Mientras tanto, este queda muy corto de justificativo.

Es que el uso de la institución militar en la lucha antidrogas, ha generado violencia progresiva en las zonas afectadas, debida principalmente a las acciones coercitivas destinadas a la erradicación, intervenciones a la propiedad privada, violaciones a los Derechos Humanos, en tanto se invade propiedad privada, se agrede físicamente a sus moradores, se restringe la libre circulación; prácticamente se anula el derecho de expresión, merced a las permanentes amenazas de tortura y presión. Los resultados logrados como consecuencia de la forma en que los gobiernos encaran el problema han sido hasta el presente en su mayoría negativos; entre ellos:

· Se desvirtúa el rol legítimo de las fuerzas armadas, que históricamente se ha dirigido a la conservación territorial y la seguridad estatal externa, lo que implica el descuido de sus roles constitucionales, al priorizar los aspectos de orden interno en seguridad.

· Desplazamiento de la Policía en su tarea de combatir el delito, considerando el narcotráfico como tal.

· Incremento de los índices de violencia  en las zonas afectadas, debido a la fuerte intervención armada de que son objeto los pobladores de la región.

· Generación de altos niveles de tensión institucional dentro del sistema político, al producirse el desplazamiento y usurpación a funciones a la Policía por parte de las Fuerzas Armadas.

A partir del análisis efectuado, urge establecer una política alternativa, que en todo caso, restituya a las fuerzas armadas a las funciones que su misión histórica establece, abocados específicamente a la defensa territorial, buscando la mejor manera de atenuar las posibilidades del uso de la violencia, evitando la utilización de fuerzas militares, hasta tanto los organismos policiales sean capaces y suficientes para encarar eficientemente la delincuencia.

Finalmente, se puede percibir las consecuencias que la intervención de las Fuerzas Armadas en la lucha contra las drogas, traerá en breve plazo, efectos casi con seguridad perversos más que beneficiosos para la institución militar. Entre estos efectos se pueden mencionar:

a. Las tareas de interdicción/erradicación no tendrán el efecto esperado.- La única manera de evitar la creciente producción de drogas, es la reducción de la demanda, por lo que cualquier esfuerzo de interdictar las líneas de producción y comercialización, así como erradicar los campos de coca, podrá incrementar los costos, esfuerzos y riesgos de los traficantes, pero de ninguna manera contener de manera completa y permanente el tráfico de drogas hacia los lugares donde existe la demanda intacta. Por lo tanto, los esfuerzos que realicen las fuerzas armadas, tan solo les producirán un desgaste, o en el mejor de los casos, la satisfacción de recibir una ayuda siempre limitada de parte de los países interesados.

b. La capacidad de cumplir su rol institucional será menoscabada.- Todo el despliegue militar para desarticular el circuito del narcotráfico, le impedirá cumplir el papel que la sociedad le ha asignado. La defensa de la integridad territorial está descuidada; las fronteras están desprotegidas, porque el grueso del poder militar apunta al interior del país.

c. La moral del personal se verá afectada.- El cumplir tareas para las que no están diseñados los ejércitos, genera crisis internas en las filas de sus integrantes. Una prueba clara es la serie de cuestionamientos surgidos últimamente por los propios integrantes de la institución, cuya falta de respuesta ha originado los éxodos masivos de cuadros altamente calificados.
d. Los militares quedarán expuestos a la corrupción.- La actividad del narcotráfico, asociada a las deplorables condiciones económicas de los miembros de la institución armada, se constituirán en estímulos para que el personal subalterno tenga la oportunidad de delinquir, y lo haga en función de mejorar su condición de vida.
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